CONCIERTO PARA DELINQUIR Y OTROS
RADICACIÓN:  660016000058 20130015001
PROCESADOS:CRISTIAN M.CASTAÑO Y OTROS
CONFIRMA
S. N°30

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Sentencia - 2ª instancia -21 de junio de 2017 

Proceso: 

 
Penal – Confirma sentencia condenatoria
Radicación Nro. :
  
 660016000058 20130015001
Procesado: 



CRISTIÁN MAURICIO CASTAÑO PÉREZ y otros
Magistrado Sustanciador: 


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
TEMAS:
                                     
CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO CON FINES DE HOMICIDIO, TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES Y EXTORSIÓN, PORTE DE ARMAS DE FUEGO AGRAVADO Y TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES AGRAVADO.

Debe recordarse que cuando se trata de terminaciones anticipadas por aceptación de cargos o preacuerdo, a excepción de que exista violación de garantías fundamentales, ni el defensor ni el procesado están legitimados para censurar por vía de apelación o casación lo atinente al injusto ni a la responsabilidad. En ese sentido, se ha determinado que los temas que pueden ser objeto de controversia en esos eventos se limitan a aspectos relacionados con la dosificación de la pena y mecanismos sustitutivos de la libertad, con la salvedad anotada, tal como lo ha determinado la jurisprudencia de nuestro órgano de cierre en materia penal. (…) Para el caso que nos concita, se tiene entonces que varias de las críticas efectuadas por el recurrente frente a la decisión de primer nivel no se encuentran dentro del marco de los aspectos que pueden ser objeto de apelación luego de dictarse una sentencia en virtud de un preacuerdo, como son: (i) el que cuestione la falta de valoración probatoria a fondo por parte del a quo; y (ii) la demostración de la existencia de las conductas punibles y las agravantes de éstas, incluso, de contera la responsabilidad que le asiste a su prohijado, al punto de pedir la absolución. 

REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                                                                                                                  PEREIRA-RISARALDA

[image: image1.png]


                                                                                                                                        RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

                  Pereira,  veintiuno (21) de junio de dos mil diecisiete (2017)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 548
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura:
	Junio 22 de 2017, 9:09 a.m. 

	Imputados: 
	Carlos Andrés Bedoya Morales, Yonatan Andrés García Mafla, Bryan Leandro Agudelo Ramírez, Cristian Mauricio Castaño Pérez y Ervin de Jesús García Mafla.
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	Delitos:
	Concierto para delinquir agravado con fines de homicidio, tráfico de estupefacientes y extorsión, porte de armas de fuego agravado y tráfico de estupefacientes agravado.

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Se decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de diciembre 01 de 2015. CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- Los hechos jurídicamente relevantes fueron descritos en la sentencia de primera instancia de la siguiente manera:
“[…] Advierte la pesquisa que un grupo de personas que pertenecen y desempeñan diferentes roles dentro de la organización delincuencial denominada “El Cofre”, que delinque en el barrio de tal nombre, en el corregimiento Puerto Caldas, de Pereira, dedicada a actividades de micro tráfico de estupefacientes, fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, extorsiones y homicidios selectivos por la lucha del control de tráfico de drogas.
Según lo señala el ente acusador, los roles dentro de la organización criminal se especifican así:

a.- CARLOS ANDRES BEDOYA MORALES, alias “Pirry” funge como máximo jefe de la banda del barrio El Cofre, toda vez que es quien ordena y dirige toda la actividad criminal de esta estructura.

b.- CRISTIAN MAURICIO CASTAÑO, señalado como uno de los que lidera la seguridad de los expendios en el corregimiento de Puerto Caldas, manteniendo el control territorial con hombres a su cargo, provisto de armas de fuego y granadas.

c.- YONATHAN ANDRES GARCIA MAFLA, alias “El Mellizo” en la organización es quien presta la seguridad, para lo cual cuenta con armas de fuego, adquiridas y utilizadas de manera ilegal, para la conservación del territorio, obedece las órdenes de “Pirry” y “El Flaco”.

d.- ERVIN DE JESÚS GARCÍA MAFLA, alias “El Gordo”, señalado de la venta de sustancia estupefaciente, portador de armas de fuego ilegales para la protección de los expendios.

e.- BRYAN LEANDRO AGUDELO RAMÍREZ, alias “El Duende”, de conformidad con lo recopilado por el ente investigador, funge como trabajador directo de “Pirry” así como del “Flaco”, siendo quien lleva a cabo los trabajos de sicariato y ajustes de cuentas en el sector de Puerto Caldas […]”
1.2.- Radicado el escrito de acusación, el trámite de conocimiento correspondió por reparto (junio 16 de 2014) al Juzgado Penal del Circuito Especializado Adjunto de Pereira (Rda.) -hoy Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante-, motivo por el cual ese despacho citó a las partes a efectos de celebrar la correspondiente audiencia; no obstante, la competencia fue impugnada por los defensores, lo cual no fue de recibo para el titular del despacho, en virtud de lo cual se remitió la actuación a esta Sala para definir lo pertinente, y en providencia de julio 18 de 2014 se ratificó lo determinado por el juez de primer nivel.

1.3.- A consecuencia de lo anterior, se continuó con la audiencia de formulación de acusación (septiembre 01 de 2014), en la cual se les endilgaron cargos a los comprometidos, así: 
- CARLOS ANDRÉS BEDOYA MORALES como coautor del delito de tráfico de estupefacientes agravado, en las modalidades de “vender, adquirir o conservar” -arts. 376 inciso 1 y 384 numeral 3 C.P.-, en concurso heterogéneo con el delito de concierto para delinquir agravado con fines de homicidio, tráfico de estupefacientes y extorsión, verbo rector “dirigir, encabezar” -art. 340 incisos 2º y 3 C.P.-, y porte de armas de fuego agravado -art. 365 numeral 7 C.P.- en concurso homogéneo y sucesivo. 
- CRISTIAN MAURICIO CASTAÑO PÉREZ como coautor del delito de tráfico de estupefacientes agravado, en las modalidades de “vender, conservar y almacenar” -arts. 376 inciso 1 y 384 numeral 3 C.P.-, en concurso heterogéneo con el delito de concierto para delinquir agravado con fines de homicidio, tráfico de estupefacientes y extorsión,–art. 340 inciso 2º C.P.-, y fabricación tráfico o porte de armas de fuego o municiones agravado –art. 365 numeral 7 C.P.-en concurso homogéneo y sucesivo. 
- YONATHAN ANDRÉS GARCÍA MAFLA cargos como coautor de un concurso homogéneo y sucesivo del delito de tráfico de estupefacientes agravado, en la modalidad de “vender” -arts. 376 inciso 1 y 384 numeral 3 C.P.-, en concurso heterogéneo con concurso homogéneo y sucesivo con porte de armas de fuego o municiones agravado verbo rector “portar” –art. 365 numeral 7 C.P.-, en concurso heterogéneo concierto para delinquir agravado con fines de homicidio, tráfico de estupefacientes y extorsión –art. 340 inciso 2º C.P.-.
- ERVIN DE JESÚS GARCÍA MAFLA como coautor de un concurso homogéneo y sucesivo del delito de tráfico de estupefacientes agravado, en la modalidad de “vender” -arts. 376 inciso 1 y 384 numeral 3 C.P.-, en concurso heterogéneo con un concurso homogéneo y sucesivo de porte de armas de fuego o municiones agravado verbo rector “portar” –art. 365 numeral 7 C.P.-, en concurso heterogéneo con concierto para delinquir agravado con fines de homicidio, tráfico de estupefacientes y extorsión –art. 340 inciso 2º C.P.
- BRAYAN LEANDRO AGUDELO RAMÍREZ como coautor de un concurso homogéneo y sucesivo del delito de tráfico de estupefacientes agravado, en la modalidad de “vender” -arts. 376 inciso 1 y 384 numeral 3 C.P.-, en concurso heterogéneo con concurso homogéneo y sucesivo de porte de armas de fuego verbo rector “portar” –art. 365 numeral 7 C.P.-, en concurso heterogéneo con concierto para delinquir agravado con fines de homicidio, tráfico de estupefacientes y extorsión.
1.4.- Antes de dar comienzo a la audiencia preparatoria, se informó al despacho sobre la posibilidad de celebrar un preacuerdo, el cual posteriormente (septiembre 28 de 2015) se presentó para su aprobación, en los siguientes términos:
Los acusados CARLOS ANDRÉS BEDOYA MORALES, YONATAN ANDRÉS GARCÍA MAFLA, BRAYAN LEANDRO AGUDELO RAMÍREZ, CRISTIAN MAURICIO CASTAÑO PÉREZ, y ERVIN DE JESÚS GARCÍA MAFLA aceptan de manera libre consciente y voluntaria, asesorados y asistidos por sus apoderados los cargos por concierto para delinquir agravado con fines de homicidio, tráfico de estupefacientes y extorsión, en concurso con porte de armas agravado y tráfico de estupefacientes, a cambio reciben como única contraprestación la degradación de responsabilidad de coautores a cómplices. De ese modo, la pena quedaría tasada de la siguiente manera: 
Para el señor CARLOS ANDRÉS BEDOYA MORALES, en su condición de cabecilla de la organización, 144 meses de prisión, 108 meses por el porte de armas agravado -con la degradación de cómplice-, 18 meses por el concurso de la conducta punible de concierto para delinquir agravado, y 18 meses por el tráfico de estupefacientes agravado.
Para los señores YONATAN ANDRÉS GARCÍA MAFLA, BRAYAN LEANDRO AGUDELO RAMÍREZ, CRISTIAN MAURICIO CASTAÑO PÉREZ y ERVIN DE JESÚS GARCÍA MAFLA, 120 meses de prisión, 108 meses por el porte de armas agravado -con la degradación de cómplice-, 6 meses por el concurso de la conducta punible de concierto para delinquir agravado, y 6 meses por el tráfico de estupefacientes agravado.

La dosificación de la pena de multa se dejó a consideración del fallador.

1.5.- El juez de conocimiento impartió aprobación a la citada negociación, toda vez que la encontró ajustada a derecho, y en virtud de la misma emitió  sentencia por medio de la cual: (i) condenó a CARLOS ANDRÉS BEDOYA MORALES a la pena de 144 meses de prisión, y multa equivalente a 500 s.m.l.m.v. Y a YONATAN ANDRÉS GARCÍA MAFLA, BRAYAN LEANDRO AGUDELO RAMÍREZ, CRISTIAN MAURICIO CASTAÑO PÉREZ y ERVIN DE JESÚS GARCÍA MAFLA, a la pena de 120 y multa equivalente a 160 s.m.l.m.v. por las conductas punible de concierto para delinquir agravado con fines de homicidio, tráfico de estupefacientes y extorsión, en concurso con porte de armas de fuego, y tráfico de estupefacientes en los términos del preacuerdo; (ii) les impuso inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la sanción privativa de la libertad; y (iii) les negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria por expresa prohibición legal.

1.6.- El togado que representa los intereses del señor CRISTIAN MAURICIO CASTAÑO PÉREZ se mostró inconforme con la decisión y la impugnó, cuya sustentación efectuó dentro de los 5 días siguientes. 
2.- Debate

2.1.- Defensa CRISTIAN MAURICIO CASTAÑO PÉREZ -recurrente-
Solicita se revoque la determinación adoptada por la primera instancia, y en su lugar se absuelva a su representado. De manera subsidiaria pide se decrete la nulidad de lo actuado a partir del momento en que se impartió aprobación al preacuerdo. Al efecto argumentó:
El juez a quo no llevó a cabo la fundamentación probatoria en la que sustentó el fallo, ni siquiera tangencialmente, tal como lo exige el artículo 162 de la Ley 906/14, puesto que no indicó cuáles son las pruebas de cargo, elementos materiales probatorios y evidencias físicas con las cuales sustenta la decisión a efectos de determinar la existencia de las conductas enrostradas, y los agravantes de las mismas. Y si bien en principio podría pensarse que debido a que la sentencia fue producto de un preacuerdo no debe cumplirse ese requisito, el mencionado canon no consagra esa excepción.
En la sentencia no se indica en qué modalidad se condenó a su cliente por el delito de tráfico de estupefacientes, ni el inciso respectivo del artículo 376 C.P., lo cual tiene gran relevancia al momento de tasar la pena o de  conceder los subrogados penales. 
Se vulnera el non bis in ídem, ya que en el preacuerdo se endilgó el delito de porte de armas de fuego consagrado en el artículo 365 C.P.,  agravado por el numeral 7º de dicha norma al pertenecer a un grupo de delincuencia organizada, y también el concierto para delinquir agravado con fines de narcotráfico, y no obstante esta última conducta también le fue enrostrada.
Existió una errada dosificación, ya que no se tuvo en cuenta que en el preacuerdo se degradó la conducta de coautor a cómplice, y si se toma como base lo manifestado por el juez, éste partió de la 108 meses por el porte de armas, le sumó 6 meses por el concierto agravado, y 6 meses por el tráfico de estupefacientes, ejercicio que arrojó un total de 120 meses, por lo que no se advierte la rebaja correspondiente al 50% por la complicidad.

Se violó el principio de inmediación por cuanto el juez que dictó la sentencia objeto de apelación no fue el mismo que adelantó el proceso, situación que hacía aún más necesario el estudio de los medios probatorios para determinar el grado de participación y responsabilidad de su representado en los delitos materia de preacuerdo.
2.2.- Los sujetos procesales no recurrentes no se pronunciaron dentro del término correspondiente.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.
3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a precisar cuáles son los temas que pueden ser objeto de recurso cuando el proceso se finiquitó de manera anticipada, y luego de ello entrar a determinar si la censuras planteadas dentro de esos límites dan lugar a que se profiera un fallo absolutorio o se decrete la anulación de la actuación a partir de la aprobación del preacuerdo celebrado.
3.3.- Solución a la controversia

Nos encontramos en presencia de un trámite abreviado en virtud del preacuerdo celebrado entra la Fiscalía y la defensa antes de darse comienzo a la audiencia preparatoria, al cual se le impartió aprobación por parte del juez a quo por encontrarlo ajustado a derecho, y en virtud del mismo emitió la correspondiente sentencia de condena.
El defensor del señor CASTAÑO PÉREZ interpuso recurso de apelación con el propósito de que se absuelva a su prohijado, o en su defecto se decrete la nulidad a partir de la aprobación del preacuerdo. Los motivos del disenso se pueden sintetizar así: (i) el juez no fundamentó probatoriamente la decisión, es decir, no analizó cada uno de los medios de conocimiento que acreditan la existencia de las conductas que fueron enrostradas, como lo exige el artículo 162 de la Ley 906/04; (ii) no se indicó la modalidad por la que se condenó a su representado en cuanto al delito de tráfico de estupefacientes, ni el inciso del artículo 376 C.P. que le era aplicable; (iii) se violó el non bis ídem por cuanto se condenó por porte de armas agravado por pertenecer a una banda criminal, y además de ello se le endilgó el concierto agravado, con la misma circunstancia; (iv) existió una errada dosificación por cuanto no se hizo la rebaja correspondiente al 50% por la complicidad; y (v) se violó el principio de inmediación ya que el juez que dictó la sentencia objeto de apelación no fue el mismo que adelantó el proceso.
Debe recordarse que cuando se trata de terminaciones anticipadas por aceptación de cargos o preacuerdo, a excepción de que exista violación de garantías fundamentales, ni el defensor ni el procesado están legitimados para censurar por vía de apelación o casación lo atinente al injusto ni a la responsabilidad. En ese sentido, se ha determinado que los temas que pueden ser objeto de controversia en esos eventos se limitan a aspectos relacionados con la dosificación de la pena y mecanismos sustitutivos de la libertad, con la salvedad anotada, tal como lo ha determinado la jurisprudencia de nuestro órgano de cierre en materia penal.
Al respecto, esta Colegiatura en providencia CSJ SP, 8 de julio de 2009, radicación 31531, afirmó:

“[…]Bien puede afirmarse que el predicado del artículo 293 inciso 2º del C. de P.P., referido a la imposibilidad de retractación por parte de los intervinientes una vez se hubiese dado el examen de juridicidad del acuerdo y la aceptación del mismo por parte del juez de conocimiento, contrae una limitante para impugnar los aspectos sustanciales que hubiesen sido objeto del consenso , traduciéndose conforme al criterio de “interés para recurrir” que en principio los intervinientes en el acuerdo aprobado, carecen de legitimidad para desarrollar censuras en la pretensión de lograr la revocatoria o modificación de aspectos de atribución típica, grados de participación, circunstancias modales, adecuación antijurídica, expresiones de culpabilidad, agravantes genéricas o específicas, etc., que hubiesen sido objeto de aceptación, preacuerdo o negociación.

Las anteriores limitaciones tienen su fundamento en el hecho que la segunda instancia como la sede extraordinaria de la casación penal en lo que corresponde a la impugnación de sentencias proferidas en vía de terminación anticipada del proceso, no pueden constituirse en espacios de retractación de lo aceptado, motivo por el cual se restringe para aquellos la discusión probatoria, retractación o negación de los cargos que de manera libre y espontánea hubiesen aceptado.

Lo anterior no excluye que se puedan desplegar censuras sobre aspectos relacionados con la dosificación de la pena en cuanto a sus límites de legalidad, mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, efectos de incongruencia entre los contenidos de  lo consensuado y las conductas derivadas, y desde luego, respecto de la transgresión de garantías fundamentales […]” –resalta la Sala-
Para el caso que nos concita, se tiene entonces que varias de las críticas efectuadas por el recurrente frente a la decisión de primer nivel no se encuentran dentro del marco de los aspectos que pueden ser objeto de apelación luego de dictarse una sentencia en virtud de un preacuerdo, como son: (i) el que cuestione la falta de valoración probatoria a fondo por parte del a quo; y (ii) la demostración de la existencia de las conductas punibles y las agravantes de éstas, incluso, de contera la responsabilidad que le asiste a su prohijado, al punto de pedir la absolución. 
Es verdad que el numeral 4º del artículo 162 de la Ley 906/04 establece dentro de los requisitos comunes de las sentencias la fundamentación fáctica, probatoria y jurídica con indicación de los motivos de estimación y desestimación de las pruebas válidamente admitidas en el juicio oral, aunque dicha norma no consagre como excepción los fallos dictados en virtud de un preacuerdo; empero, es una consecuencia lógica que al renunciarse al debate probatorio propio del juicio, dicho presupuesto no puede ni debe exigirse en todo su rigor para estos eventos, como se pretende. 

El juez debe, por supuesto, verificar que exista al menos un mínimo probatorio que permita inferir la existencia del punible y el compromiso del acusado, tal como se indica en el inciso 3º del artículo 327 C.P.P. Y con ello cumplió cabalmente el funcionario a quo al determinar que en efecto los elementos con lo que cuenta la Fiscalía permiten avizorar tanto la materialidad de las infracciones a la ley penal como el potencial compromiso que en los mismos tienen los coacusados. 

En ese orden de ideas, la Colegiatura se inhibirá de desatar el recuro de alzada en lo que hace relación con esos puntos específicos por falta de legitimación de la parte recurrente, con fundamento en que al tratarse de una terminación anormal del proceso por vía de un preacuerdo previamente aceptado judicialmente, se entiende que la parte que se allana en esos términos hace dejación de su derecho a controvertir las pruebas. Determinación del Tribunal que posee el carácter de interlocutorio y frente a la cual procede el recurso horizontal de reposición.

Pasará por tanto el Tribunal a analizar todo lo demás que contiene la impugnación, esto es, lo atinente a la transgresión de garantías fundamentales por la supuesta inobservancia de los principios de inmediación y non bis ídem, y con respecto a la tasación de la pena. Adicionalmente, se harán algunas aclaraciones a la argumentación defensiva.
· Principio de inmediación
En lo que concierne a este tópico, basta decir que no se advierte su vulneración ni real ni meramente potencial, porque el mismo consiste en que el juez perciba de manera directa la práctica probatoria -aunque tiene algunas excepciones-, por lo que en el presente caso al no haberse efectuado el juicio oral, precisamente por la terminación anormal del proceso, el citado principio nunca se activó.
· Non bis in idem

Tampoco observa la Colegiatura que esa garantía se haya podido quebrantar, ya que si bien se imputó el delito de porte de armas agravado de conformidad con el numeral 7º del artículo 365 C.P., esto es, por la pertenencia a bandas criminales, dicho agravante nada tiene que ver con el concierto para delinquir agravado, dado que esa conducta no tiene dentro de sus ingredientes normativos “que se trate de organizaciones delictivas” con todo el engranaje que ello implica, sino que la misma consiste en que varias personas mancomunadamente acuerden la comisión de conductas punibles.
De igual forma, el que uno de los agravantes de ese ilícito sea el que dicha concertación se efectuara para cometer delitos de tráfico de estupefacientes, no implica que por ello no pudiera imputarse el delito de tráfico de estupefacientes en forma singular, por cuanto, como es sabido, el punible de concierto se configura solo con el acuerdo para cometer conductas al margen de la ley, independientemente de que las mismas se lleven o no a cabo; en consecuencia, cuando las conductas hacia las cuales va dirigida la acción se configuran en el mundo fenoménico, también deben endilgarse cargos por cada una de ellas, tal cual aquí sucedió.

· Precisión de verbos rectores para efectos de la congruencia y estudio de potenciales subrogados

Aclarado lo anterior, debe precisarse que tampoco le asiste razón al togado en cuanto a que no se precisó en la sentencia el cargo de la conducta de tráfico de estupefacientes, puesto que claramente se indicó en el acápite de acusación y términos del preacuerdo que el inciso aplicable era el 1º del artículo 376 C.P., bajo las modalidades de “vender, conservar y almacenar”, agravado conforme lo establecido en el numeral 3º del artículo 384 ejusdem.
· Punición
Con respecto a la tasación de la pena, se observa que la misma se encuentra debidamente dosificada, conforme a los términos del preacuerdo celebrado, en el cual se pactó el monto a imponer por cada conducta, ejercicio que por supuesto incluyó la rebaja por complicidad. Y en ese sentido se tomó como base del concurso la pena mínima del delito de porte de armas agravado -216 meses-, la cual es de 108 meses al reducirse la mitad atinente a la degradación ofrecida como único beneficio por la aceptación de cargos, con un incremento de 6 meses por el concierto agravado, y 6 meses más por el tráfico de estupefacientes, lo que daba un total de 120 meses. 

Siendo así, la Corporación no puede dar cabida a la argumentación contenida en el recurso y se impone la confirmación del proveído examinado, con mayor razón cuando tanto la dosificación de la pena como la adecuación de los cargos no atentan contra garantías fundamentales o principios aplicables al sistema penal acusatorio; y de contera, la sentencia dictada respetó cabalmente los términos del preacuerdo celebrado, y en virtud del cual el acusado CASTAÑO PÉREZ aceptó los cargos.
ANOTACIÓN FINAL

Pese a que no fue materia de apelación, la Sala considera pertinente precisar, ya que el juez a quo no hizo ninguna referencia al respecto, que en el presente caso los sentenciados deben entenderse incursos en la inhabilitad perpetua consagrada en el inciso 5º del artículo 122 Superior, por cuanto fueron condenados por ilícitos relacionados con el narcotráfico, esto es, el concierto para delinquir con dicho agravante, y el tráfico de estupefacientes en la modalidad de venta, la cual tiene que ver con las hipótesis de contratación con el Estado, inscripción como candidato para aspirar a cargos de elección popular, y fungir como servidor público, porque en lo que respecta con el ejercicio del derecho al sufragio o el ejercicio de cualquier otro derecho público inherente a la condición de ciudadano, la sanción de inhabilitación será por el mismo término de duración de la pena principal.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA

PRIMERO: SE INHIBE el Tribunal de desatar el recurso de apelación interpuesto, respecto de los temas indicados en el cuerpo motivo de esta providencia en relación con los cuales la defensa no está legitimada para recurrir.

SEGUNDO: SE CONFIRMA el fallo objeto de recurso en todo lo demás que fue materia de impugnación. 

TERCERO: Se hace claridad en el sentido que el sentenciado se entiende incurso ipso jure en la inhabilidad perpetua para contratar con el estado y desempeñar cargos públicos, en los términos del artículo 22 de la Constitución Nacional, y de conformidad con lo expuesto en la parte motiva. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley; salvo en lo atinente a la decisión inhibitoria contra la cual procede el recurso de reposición que deberá interponerse y sustentarse dentro del acto de audiencia.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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